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con los pronunciamientos siguientes: 1)  Se declare que la demandada ha 

cometido una intromisión ilegítima en el honor del demandante al mantener 

sus datos indebidamente registrados en los ficheros “EXPERIAN-BADEXCUG” y 

“ASNEF-EQUIFAX”, condenándola a estar y pasar por ello; 2) Se condene a la 

demandada al pago de la cantidad de 12.000 euros al demandante en 

concepto de indemnización por los daños morales y patrimoniales derivados 

de su indebida inclusión en los ficheros citados; 3) Se condene a la 

demandada a hacer todos los trámites necesarios para la exclusión del 

demandante de los ficheros de solvencia patrimonial en que hubiera sido 

incluído a instancia de aquella; 4) Se condene a la demandada al pago de los 

intereses legales correspondientes desde la interposición de la demanda y 

costas derivadas de este proceso.  

 SEGUNDO-.  Por diligencia de ordenación de 28 de noviembre de 2019 se 

requirió a la parte demandante para que presentase copia de demanda y 

documentación para su traslado a la parte contraria y para que acreditase su 

representación procesal. Atendidos los requerimientos, la demanda se 

admitió a trámite por Decreto de  9 de diciembre de 2019, en el que se acordó 

dar traslado de la misma a la parte demandada y al Ministerio Fiscal para que, 

si a su derecho convenía, pudieran personarse en autos y contestarla dentro 

del plazo de los veinte días siguientes al del emplazamiento.   

TERCERO.- Contestó a la demanda el Ministerio Fiscal y también  

“TELEFÓNICA DE ESPAÑA S.A.U”, representada por la Procuradora  

. Tras la alegación de los hechos y de los fundamentos 

de derecho que consideró oportuno, terminó suplicando se dictase Sentencia 

en la que se desestimase íntegramente la demanda, con condena en costas a 

la parte demandante y, subsidiariamente, que se estimase parcialmente la 

demanda, condenando al pago de la cantidad indemnizatoria por daño moral 

que por Su Señoría se estimase pertinente, habida cuenta de las 

circunstancias fácticas y jurídicas de la controversia y, en todo caso, en una 

cantidad no superior a los 2.000 euros.  

CUARTO.-  Por diligencia de ordenación de fecha 12 de febrero de 2020 se 

señaló el día 8 de mayo de 2020 para la celebración de la audiencia previa, 
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3º.- En el mes de julio de 2019 recibió nueva llamada de la compañía de 

teléfonos, en la que se le volvía a reclamar el pago de las facturas. De nuevo 

comunicó que no había contratado servicio alguno con este operador, ni en 

ese domicilio, informó de la interposición de las denuncias y las envió al 

correo electrónico que le facilitaron en ese momento.  

4º.- A mediados del mes de septiembre de 2019   recibió sendas 

cartas de “Asnex-Equifax” y “Experian-Badexcug”, en las que se le comunicaba 

que sus datos habían sido dados de alta a instancias de “Telefónica de España 

S.A.U”, por importe de 196,44 euros. 

Con fundamento en estos hechos, resumidamente expuestos, el 

demandante sostiene que, sin haber contratado con “Telefónica de España 

S.AU”, ni con su marca “O2” y a pesar de haber puesto en conocimiento de la 

demandada que había sido objeto de una posible suplantación, aquella 

decidió incluirlo en dos ficheros de solvencia patrimonial por una deuda que 

no es cierta, ni líquida y que además no le fue reclamada, enterándose el 

actor de su inclusión en los ficheros después de que esta se produjera. Afirma 

que, por ello, se ha cometido una intromisión ilegítima en su derecho al honor 

y solicita una indemnización de 12.000 euros por daños morales y 

patrimoniales derivados de tal indebida inclusión en los ficheros de solvencia 

patrimonial. 

“TELEFÓNICA DE ESPAÑA S.A.U” se opuso a la demanda:  

1º.- Sostiene la demandada que el 25 de marzo de 2019  

 contrató a través de la correspondiente página “web”  el servicio 

comercialmente denominado “02 Fibra y Móvil”, perteneciente a “O2”, 

(marca registrada de  “Telefónica”), que incluía alta nueva en fibra con el 

número de teléfono fijo  y la portabilidad del número de teléfono 

móvil , antes de “ ”.  Para ello hubo de seguir diversos pasos, 

completando un formulario con sus datos personales.  En las condiciones 

particulares se advierte de que en caso de impago “O2” podría comunicar los 

datos del impago a ficheros de solvencia patrimonial.   
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indemnización de 12.000 euros, qué parte se corresponde con los daños 

patrimoniales y cuál con los morales. En cualquier caso, la indemnización por 

daños morales resulta desproporcionada y “abusiva”.   

SEGUNDO.-  Visto el tipo de acción ejercitada, resulta punto de partida 

oportuno recordar lo que el Tribunal Supremo ha dicho ya en supuestos como 

el que ahora se somete a la consideración judicial, en los que se pretende la 

tutela del derecho al honor en casos de inclusión de datos en ficheros de 

solvencia patrimonial. 

En Sentencia de 23 de marzo de 2018 el Tribunal Supremo razonó (énfasis 

añadido): 

 “Decisión del tribunal. Principio de calidad de los datos. Improcedencia de 
incluir en los registros de morosos los datos personales relativos a supuestos 
deudores por créditos dudosos. 

1.- Esta sala ha establecido una jurisprudencia relativamente extensa sobre 
la vulneración del derecho al honor como consecuencia de la inclusión de los 
datos personales en un fichero de incumplimiento de obligaciones dinerarias 
sin respetar las exigencias derivadas de la normativa de protección de datos 
personales, en sentencias entre las que pueden citarse las 660/2004, de 5 de 
julio, 284/2009, de 24 de abril, 226/2012, de 9 de abril, 13/2013, de 29 de 
enero, 176/2013, de 6 de marzo, 12/2014, de 22 de enero, 28/2014, de 29 de 
enero, 267/2014, de 21 de mayo, 307/2014, de 4 de junio, 312/2014, de 5 de 
junio, 671/2014, de 19 de noviembre, 672/2014, de 19 de noviembre, 
692/2014, de 3 de diciembre, 696/2014, de 4 de diciembre, 65/2015, de 12 de 
mayo, 81/2015, de 18 de febrero, 452/2015 y 453/2015, ambas de 16 de julio , 
740/2015, de 22 de diciembre, 114/2016, de 1 de marzo , y 512/2017, de 21 
de septiembre, entre otras.  

En lo que aquí interesa, hemos declarado en estas sentencias que uno de los 
ejes fundamentales de la regulación del tratamiento automatizado de datos 
personales es el que ha venido en llamarse "principio de calidad de los datos". 
Los datos deber ser exactos, adecuados, pertinentes y proporcionados a los 
fines para los que han sido recogidos y tratados. El art. 4 de la Ley Orgánica de 
Protección de Datos de Carácter Personal (en lo sucesivo, LOPD), al desarrollar 
tanto el art. 18.4 de la Constitución como las normas del Convenio núm. 108 
del Consejo de Europa y la Directiva 1995/46/CE, de 24 octubre, del 
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Los datos que se incluyan en estos registros de morosos han de ser ciertos y 
exactos. Pero no basta con el cumplimiento de esos requisitos para satisfacer 
las exigencias del principio de calidad de los datos en este tipo de registros. 
Hay datos que pueden ser ciertos y exactos sin ser por ello pertinentes, pues 
no son determinantes para enjuiciar la solvencia económica de los 
interesados, entendida como imposibilidad o negativa infundada a pagar la 
deuda. 

Las sentencias de esta sala 13/2013, de 29 de enero , 672/2014, de 19 de 
noviembre, 740/2015, de 22 de diciembre, y 114/2016, de 1 de marzo, realizan 
algunas consideraciones generales sobre esta cuestión, al declarar que la 
LOPD descansa en principios de prudencia, ponderación y veracidad, de modo 
que los datos objeto de tratamiento deben ser auténticos, exactos, veraces y 
deben estar siempre actualizados, y por ello el interesado tiene derecho a ser 
informado de los mismos y a obtener la oportuna rectificación o cancelación 
en caso de error o inexactitud. Cuando se trata de ficheros relativos al 
cumplimiento de obligaciones dinerarias, la deuda debe ser además de 
vencida y exigible, cierta, es decir, inequívoca, indudable, siendo necesario 
además el previo requerimiento de pago. Por tal razón, no cabe incluir en 
estos registros datos personales por razón de deudas inciertas, dudosas, no 
pacíficas o sometidas a litigio. Para que concurra esta circunstancia en la 
deuda, que excluya la justificación de la inclusión de los datos personales en el 
registro de morosos, basta con que aparezca un principio de prueba 
documental que contradiga su existencia o certeza.  

Si la deuda es objeto de controversia, porque el titular de los datos considera 
legítimamente que no debe lo que se le reclama, la falta de pago no es 
indicativa de la insolvencia del afectado. Puede que la deuda resulte 
finalmente cierta y por tanto pueda considerarse como un dato veraz. Pero no 
era un dato pertinente y proporcionado a la finalidad del fichero 
automatizado, porque este no tiene por finalidad la simple constatación de las 
deudas, sino la solvencia patrimonial de los afectados. Por ello solo es 
pertinente la inclusión en estos ficheros de aquellos deudores que no pueden o 
no quieren, de modo no justificado, pagar sus deudas, pero no aquellos que 
legítimamente discrepan del acreedor respecto de la existencia y cuantía de la 
deuda (…)”. 

Interesa también resaltar la doctrina del Alto Tribunal sobre el requisito del 
requerimiento previo de pago. En la Sentencia de 25 de abril de 2019  
leemos:  
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5.- En la sentencia 267/2014, de 21 de mayo, declaramos que el tratamiento 
de los datos referidos al incumplimiento de obligaciones dinerarias merece 
una regulación específica en la ley, por las especiales características que 
presenta.  

Conforme al art. 29 LOPD, podrán tratarse no solo los datos de carácter 
personal obtenidos de los registros y las fuentes accesibles al público 
establecidos al efecto o procedentes de informaciones facilitadas por el 
interesado o con su consentimiento (apartado primero del precepto), sino 
también los relativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones 
dinerarias facilitados por el acreedor o por quien actúe por su cuenta o interés, 
notificándoselo a los interesados cuyos datos se hayan registrado en ficheros 
(apartado segundo).  

6.- Como regla general, el tratamiento de los datos de carácter personal 
requiere el consentimiento inequívoco del afectado (art. 6.1 LOPD, 7.a de la 
Directiva y 8.2 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea). 
Como excepción, dicho tratamiento puede realizarse sin el consentimiento del 
afectado cuando ello sea necesario para la satisfacción del interés legítimo 
perseguido por el responsable del tratamiento o por el tercero o terceros a los 
que se comuniquen los datos, siempre que la ley lo disponga ( art. 6.1 LOPD ) y 
no prevalezca el interés o los derechos y libertades fundamentales del 
interesado (art. 7.f de la Directiva), lo que encaja en el "otro fundamento 
legítimo previsto por la ley", como justificación del tratamiento de los datos, 
alternativa al consentimiento de la persona afectada, previsto en el art. 8.2 de 
la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea.  

La previsión en el art. 29.2 LOPD de que pueden tratarse los datos personales 
relativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones dinerarias 
facilitados por el acreedor sin el consentimiento del afectado se acoge a esta 
excepción.  

7.- Si, como es el caso de los "registros de morosos", la inclusión de datos 
personales en el fichero se hace excepcionalmente sin el consentimiento del 
afectado y si, además, por la naturaleza del fichero, la inclusión en él de los 
datos personales del afectado puede vulnerar, junto con el derecho del art. 
18.4 de la Constitución, otros derechos fundamentales y causar graves daños 
morales y patrimoniales a los afectados, no pueden rebajarse las exigencias en 
cuanto a calidad de los datos ni establecerse restricciones u obstáculos 
adicionales de los derechos de información, oposición, cancelación y 
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enfrenta a las partes: si existió o no la contratación de la que la deuda 

comunicada traería causa, contratación expresamente negada por el 

demandante.  

Para probar tal contratación la parte demandante aporta, 

fundamentalmente, dos grupos de documentos: en primer lugar, los relativos 

a la contratación originaria, es decir, la que tuvo por objeto el denominado 

“Servicio O2 FIBRA Y MÓVIL” y, en segundo lugar, la grabación de voz que se 

refiere a la contratación posterior de dos líneas móviles.  

 En relación con la primera contratación, que se afirma realizada el 25 de 

marzo de 2019, ninguno de los documentos aportados por la demandada 

permite acreditar realmente la intervención del actor en la celebración del 

contrato. Debemos señalar en este punto que, por más que en la audiencia 

previa la defensa de  a 

impugnación documental en el trámite del artículo 427.1 de la LEC, ello en 

modo alguno es equivalente a que la contratación controvertida pueda darse 

por probada. Primero, porque aquel precepto hace referencia realmente a la 

autenticidad del documento y no a su valor probatorio. La razón de ser de 

esta norma es, como ha señalado la doctrina, determinar el objeto de la 

prueba: si el documento se impugna por no auténtico, la parte que lo ha 

propuesto sabrá que recae sobre ella la carga del artículo 326.2 de la LEC 

(“Cuando se impugnare la autenticidad de un documento privado, el que lo 

haya presentado podrá pedir el cotejo pericial de letras o proponer cualquier 

otro medio de prueba que resulte útil y pertinente al efecto). La mera 

impugnación de la fuerza probatoria no es necesariamente exigible en el acto 

de la audiencia previa, cuya finalidad no es la de la valoración de las pruebas 

aportadas. Aquel tipo de impugnación ha podido realizarse ya en los escritos 

principales y podrá hacerse en cualquier caso en la fase de conclusiones.  Y en 

segundo lugar, enlazando con lo anterior, porque a excepción del documento 

en el que aparece una firma que se atribuye al demandante, el resto de 

documentos no incluyen dato alguno que permita atribuirle intervención 

personal en la contratación. El documento, por más que real, no falsificado, 

no prueba aquella intervención, sin que el hecho de no haber sido impugnado 

altere tal circunstancia.   
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teléfono móvil (documento número 13 de la contestación a la demanda) 

genera dudas sobre que quien está detrás de la contratación sea realmente el 

demandado. Dos datos destacan de dicha grabación: por un lado, que la fecha 

de nacimiento que el interlocutor de “Telefónica” facilita al comercial no 

coincide con la que figura en el documento aportado como documento 

número 8. En este, la fecha de nacimiento es el  “11 Dic. 1978” y en la 

grabación, quien habla facilita como fecha de nacimiento el 13 de diciembre 

de 1978. Se añade a ello que, de las denuncias que, como seguidamente 

veremos,  presentó en dependencias policiales, resulta que la 

fecha de nacimiento que figura en el  D.N.I que sirvió para su identificación en 

Comisaría es el 11/02/1978 y domicilio en .  

Desde luego resulta extraño que alguien se confunda en el día de su 

nacimiento cuando facilita sus datos para una contratación, pero mucho más 

sorprendente es que lo haga al dar su apellido: en el documento de audio se 

escucha con claridad que quien habla dice llamarse , 

no : facilitar como primer apellido otro diferente no 

dota al documento de demasiada fiabilidad.  

En segundo lugar,  acude a la Comisaría de Policía hasta en tres 

ocasiones diferentes, denunciando hechos relacionados con un empleo 

indebido de sus datos de identidad y, por lo que ahora interesa más, poco 

tiempo después de la contratación litigiosa. En concreto, en su denuncia de 3 

de julio de 2019  que había interpuesto ya otra denuncia 

con anterioridad “por facturas a su nombre de empresa  en domicilio 

sito en , cuando el 

decente no había realizado ningún contrato con ellos y desconoce la dirección 

antes mencionada”. Añadía que le habían llegado seis facturas de la empresa 

de telefonía “ ”, por un importe total de 165,64 euros, en relación con 

líneas de telefonía (  que “no son líneas del 

denunciante” y negaba la dirección que constaba en tales facturas fuese la 

suya, ya que nunca había residido en ese lugar.  

Tampoco consta que  haya residido nunca en el domicilio que 

figura en las facturas aportadas y cuyo impago habría motivado la generación 

del saldo deudor posteriormente comunicado a los ficheros de solvencia 
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Al margen de que no se entienda el interés que el demandante hubiese 

podido tener en enviar las denuncias presentadas a una dirección de correo 

electrónico diferente de aquella que la propia empresa con la que quiere 

resolver el problema que se le plantea le hubiese indicado, lo cierto es que 

“TELEFÓNICA” reconoce la conversación habida con el demandante en la que 

este les facilitó su domicilio en  (cfr. página 24 del escrito de 

contestación, primer  párrafo, folio 55 vuelto de las actuaciones, en la que se 

cita de modo expreso el hecho primero, página 2, de la demanda), domicilio 

que no es el que consta, ni en la contratación primera ni en la grabación que 

documenta la segunda contratación. Resulta plenamente verosímil que la 

comunicación del domicilio a instancia del demandante se hubiese realizado 

como él afirma, esto es, precisamente a propósito de la comunicación del 

problema que se suscitaba y que se había planteado ya antes de la inclusión 

de sus datos personales en los ficheros de solvencia patrimonial. Esta 

inclusión se produjo en el mes de septiembre de 2019, mientras que el  

 había acudido ya a la Comisaría de Policía a denunciar los hechos el 3 

de julio de 2019, comunicando ya que había recibido seis facturas por importe 

total de 165,64 euros.  

 En tales condiciones, los datos que se comunicaron a los ficheros de 

solvencia patrimonial no puede decirse que fuesen pertinentes o lo que es lo 

mismo, en palabras del Tribunal Supremo, que fuesen “determinantes para 

enjuiciar la solvencia económica de los interesados, entendida como 

imposibilidad o negativa infundada a pagar la deuda”. 

Pero es que, además,  falta también en este caso la prueba del requisito de 

la comunicación previa dirigida al demandante.  “TELEFÓNICA” insiste en que 

advirtió al  de la posibilidad de inclusión de sus datos en ese tipo 

de ficheros en el momento de la contratación (documento número 7 de la 

contestación) y a través de los avisos o requerimientos de pago que le remitió 

y que aporta como documento número 16. Pero ya se ha dicho que no consta 

debidamente probada la contratación, ni el acceso del demandante a los 

datos de las condiciones generales del contrato, ni tampoco se prueba que 

esos avisos de pago hubiesen llegado al destinatario, máxime cuando van 

dirigidas el domicilio en el que el actor niega haber residido nunca.  
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quo, tal forma de notificación no resulta idónea a tales fines desde el 
momento en que no se garantiza dicha recepción [puesta a disposición] por su 
destinatario. Precisamente por no haberse utilizado un sistema de envío 
certificado se ignora por completo qué ha podido suceder una vez que la 
entidad Promarba entregó las cartas al Servicio de Correos."  

Por todo lo anterior concluímos que “TELEFÓNICA DE ESPAÑA S.A.U”   

incluyó indebidamente al demandante en dos ficheros de solvencia 

patrimonial: “ASNEF EQUIFAX” y “BADEXCUG”.  Inclusión que, sobre no ser 

discutida, está plenamente acreditada en autos, entre otros, a través de los 

oficios enviados a las titulares de tales ficheros: según la información así 

recabada,  estuvo registrado en el primero de los 

mencionados desde el 09/09/2019 hasta el 14/01/2020 (cfr. folio 129 de las 

actuaciones) y en el segundo, desde el  11/09/2019 hasta el 14/01/2020.  Y 

ello porque “TELEFÓNICA” no cumplió en el caso concreto con las exigencias 

del principio de calidad de datos de carácter personal, ni notificó 

debidamente al demandante su posible inclusión en dichos ficheros, lo que 

significa que hemos de concluir que la inclusión de los datos fue indebida y 

que, con ello, se vulneró su derecho al honor. 

La cuestión se traslada  ahora a la determinación de la indemnización debida.  

QUINTO.- Comenzaremos por recordar que los parámetros que la 

jurisprudencia establece para dicha labor cuantificadora pasan por tener en 

cuenta el número de registros de morosos a los que se hubiesen comunicado 

los datos personales del demandante, el período durante el que se prolongó 

la inclusión de los datos en el fichero, las consultas que terceros hagan de 

esos datos y las consecuencias de índole patrimonial  y personal que haya 

tenido para el demandante esa inclusión, así como el beneficio que  haya 

obtenido el causante de la lesión como consecuencia de la misma.  

En la Sentencia de 21 de junio de 2018 el Tribunal Supremo dijo:  

“3.- La sentencia 261/2017, de 26 de abril, hace una síntesis de la doctrina 
relevante sobre la materia, de interés para el recurso, sostenida por la sala.  

(i) El artículo 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982, en su redacción anterior a la 
reforma operada por la Ley Orgánica 5/2010, que entró en vigor a partir del 
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Para valorar este segundo aspecto afirma la sentencia núm. 81/2015, de 18 
de febrero , que ha de tomarse en consideración la divulgación que ha tenido 
tal dato, pues no es lo mismo que sólo hayan tenido conocimiento los 
empleados de la empresa acreedora y los de las empresas responsables de los 
registros de morosos que manejan los correspondientes ficheros, a que el dato 
haya sido comunicado a un número mayor o menor de asociados al sistema 
que hayan consultado los registros de morosos.  

También sería indemnizable el quebranto y la angustia producida por las 
gestiones más o menos complicadas que haya tenido que realizar el afectado 
para lograr la rectificación o cancelación de los datos incorrectamente 
tratados. 

4.- La sentencia 512/2017, de 221 de septiembre, declara que una 
indemnización simbólica, en función de las circunstancias que concurren, tiene 
un efecto disuasorio inverso.  

«No disuade de persistir en sus prácticas ilícitas a las empresas que incluyen 
indebidamente datos personales de sus clientes en registros de morosos, pero 
sí disuade de entablar una demanda a los afectados que ven vulnerado su 
derecho al honor puesto que, con toda probabilidad, la indemnización no solo 
no les compensará el daño moral sufrido sino que es posible que no alcance 
siquiera a cubrir los gastos procesales si la estimación de su demanda no es 
completa.»”. 

Y más adelante:  

“Si se pone en relación el quantum a indemnizar con la escasa trascendencia, 
por ser pequeña la deuda, tenemos declarado (sentencia 81/20115 de 18 de 
febrero) que no puede aceptarse el argumento de que la inclusión de datos 
sobre una deuda de pequeña entidad en un registro de morosos no supone 
una intromisión ilegítima en el derecho al honor de una trascendencia 
considerable (y por tanto no puede dar lugar más que a una pequeña 
indemnización) porque claramente muestra que no responde a un problema 
de solvencia sino a una actuación incorrecta del acreedor. La inclusión en 
registros de morosos por deudas de pequeña cuantía es correcta y congruente 
con la finalidad de informar sobre la insolvencia del deudor y el 
incumplimiento de sus obligaciones dinerarias. Y cuando tal inclusión se ha 
realizado, quienes consultan el registro pueden suponer legítimamente que el 
acreedor ha cumplido con las exigencias del principio de calidad de los datos, y 
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8.- Los meros indicios de veracidad de la deuda no pueden tener la entidad 
indemnizatoria que le otorga la sentencia recurrida, pues hemos declarado ( 
sentencia 174/2018, de 23 de marzo ) que que uno de los ejes fundamentales 
de la regulación del tratamiento automatizado de datos personales es el que 
ha venido en llamarse "principio de calidad de los datos". Los datos deber ser 
exactos, adecuados, pertinentes y proporcionados a los fines para los que han 
sido recogidos y tratados. El art. 4 de la Ley Orgánica de Protección de Datos 
de Carácter Personal (en lo sucesivo, LOPD), al desarrollar tanto el art. 18.4 de 
la Constitución como las normas del Convenio núm. 108 del Consejo de Europa 
y la Directiva 1995/46/CE, de 24 octubre, del Parlamento Europeo y del 
Consejo de la Unión Europea, de protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 
datos, exige que los datos personales recogidos para su tratamiento sean 
adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con el ámbito y las 
finalidades determinadas, explícitas y legítimas para las que se hayan 
obtenido, exactos y puestos al día de forma que respondan con veracidad a la 
situación actual del afectado, y prohíbe que sean usados para finalidades 
incompatibles con aquellas para las que los datos hubieran sido recogidos.  

9.- Por todo ello el daño indemnizable sufrido por la demandante no puede 
cuantificarse en 2.000 e, en atención a las circunstancias que hemos tenido en 
cuenta.  

No obstante tales circunstancias no son totalmente idénticas a las sentencias 
de contraste que se citan. 

Aquí solo se incluye el dato en un registro de morosos y su difusión es algo 
menor. 

En atención a ello la estimación del recurso será parcial y la cantidad a 
indemnizar se fija en 6.000 euros. 

Una reducción tan notoria como la llevada a cabo por la sentencia recurrida, 
en circunstancias como las descritas, ha de calificarse de indemnización 
simbólica, disuasoria para impetrar la tutela de derechos que son 
fundamentales para la persona”. 

Y en la ya citada de 25 de abril de 2019 leemos:  

“3.- La jurisprudencia, reconociendo que el daño moral constituye una 
"noción dificultosa", le ha dado una orientación cada vez más amplia, con 
clara superación de los criterios restrictivos que limitaban su aplicación a la 
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  Se trata de empresas de sectores habituales en las 

relaciones contractuales de un consumidor medio (banca y telefonía móvil).  

No consta acreditado un concreto perjuicio patrimonial causado a  

, como pudieran ser denegaciones de contrataciones concretas que le 

hubiesen impedido el acceso a bienes o servicios, o que hubiesen sido 

determinantes de la imposibilidad de cumplir determinadas obligaciones de 

pago.  

 Tampoco se ha practicado prueba específicamente tendente a la 

demostración de una alteración psíquica o emocional relavante causalmente 

conectada con la inclusión de sus datos en los ficheros litigiosos, si bien es 

claro que tal inclusión es una intromisión ilegítima en el derecho al honor que 

genera un daño moral, dada la preocupación y angustia que conlleva, por su 

potencial repercusión en las relaciones con terceros.  

Todo ello hace al demandante acreedor de una indemnización por el daño 

causado que, dadas las anteriores circunstancias, consideramos debe quedar 

cuantificada en la suma de 4.500 euros.  

Procede, en consecuencia, la condena de la demandada al pago de aquella 
suma, con el interés legal desde la fecha del emplazamiento a la de esta 
sentencia y desde este momento el del artículo 576 de la LEC.  

 Como quiera que la información recibida acredita que desde el 14 de enero 
de 2020 (fecha posterior a la de presentación de la demanda) los registros 
facilitados por “TELEFÓNICA DE ESPAÑA S.A.U” están dados de baja, no es 
necesario ya condenar a la demandada a llevar a cabo las actuaciones 
necesarias para la exclusión del actor de los ficheros en los que fue 
indebidamente incluído. 

SEXTO.-  Dada la sustancial estimación de la demanda, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 394 de la LEC, las costas procesales se imponen a 

la parte demandada.   

Citamos en este punto la Sentencia de la Ilma Audiencia Provincial de 

Pontevedra de fecha 5 de junio de 2020, en la que se confirmó el 

pronunciamiento de instancia de imposición de las costas procesales a la 
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considerarse que el ajuste del fallo a lo pedido no ha de ser literal sino 
sustancial, de modo que, si se entendiera que la desviación en aspectos 
meramente accesorios debe excluir la condena en costas, ello sería contrario a 
la equidad, como justicia del caso concreto, al determinar que tuvo necesidad 
de pagar una parte de las costas quien se vio obligado a seguir un proceso 
para ser realizado en su derecho. En aplicación de lo dispuesto, se estima que 
deben imponerse las costas de la primera instancia a la parte demandada.  

En similar sentido la SAP Alicante, de 21 de septiembre de 2012: (…)”. 

En atención a lo expuesto:  

 

FALLO 

Que debo estimar parcialmente la demanda presentada por el Procurador 

, en nombre y representación de  

 contra “TELEFÓNICA DE ESPAÑA S.AU”, representada por 

la Procuradora  y, en consecuencia, debo: 

1º.- Declarar que “TELEFÓNICA DE ESPAÑA S.AU” ha cometido una 
intromisión ilegítima en el honor de  por 
haber mantenido indebidamente sus datos registrados en los ficheros "ASNEF 
EQUIFAX" y “BADEXCUG”.  

2º.- Condenar a “TELEFÓNICA DE ESPAÑA S.AU” a pagar al demandante la 
cantidad de 4.500 euros con el interés legal desde la fecha del emplazamiento 
a la de esta sentencia y desde este momento el del artículo 576 de la LEC.  

Las costas procesales se imponen a la parte demandada. 

Notifíquese esta Sentencia a las partes y al Ministerio Fiscal y hágaseles 

saber que NO es firme y que contra ella pueden interponer recurso de 

apelación, que se formalizará por escrito ante este Juzgado en el plazo de los 

VEINTE DÍAS siguientes al de su notificación previo depósito de la cantidad de 

50 euros en la Cuenta de Consignaciones y Depósitos de este Juzgado.  

Así por esta mi Sentencia, lo pronuncio, mando y firmo. 

 

 


